El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO ADMINISTRATIVO / CARÁCTER RESIDUAL O SUBSIDIARIO DE LA ACCIÓN DE TUTELA / ADICIONALMENTE FUE PREMATURA EN ESTE CASO / SE ENCUENTRAN PENDIENTES DE DECIDIR LOS RECURSOS INTERPUESTOS.
Es sabido que una de las características de la tutela es la de constituir un instrumento jurídico de naturaleza subsidiaria y residual, en virtud a que solo se abre paso cuando el afectado carece de otros mecanismos judiciales, o cuando aun existiendo, la tutela es usada para evitar un perjuicio irremediable. (…)
De lo anterior se deduce que para la procedencia del amparo el interesado debe haber agotado los trámites que le otorga la ley para obtener la protección de sus derechos; de obviarse ese presupuesto, el ciudadano ejercería el amparo constitucional como un medio de defensa principal, cuando, se reitera, es de carácter subsidiario. (…)
… para la fecha, tal como lo informó la entidad demandada, el trámite administrativo se encuentra pendiente de desatar los medios de impugnación que formuló la sociedad accionante contra la decisión mediante la cual se resolvió el proceso administrativo iniciado en su contra, y en los cuales, según resultó acreditado, su representante legal alegó similares argumentos a los planteados en la demanda constitucional, referidos a la lesión de sus derechos por la falta de decreto de las pruebas que solicitó en el escrito de descargos. Por tanto, el amparo constitucional solicitado es prematuro, ya que se acudió a este medio excepcional de protección, en forma simultánea con el mecanismo ordinario, que aún no se decide.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA


Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, octubre quince (15) de dos mil diecinueve (2019)


Acta No. 501 del 15 de octubre de 2019


Expediente No. 66001-31-03-002-2019-00204-01
Procede la Sala a resolver la impugnación que formuló el accionante frente a la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, el 30 de agosto de este año, en la acción de tutela que instauró el señor Germán Darío Gómez Vásquez, en su calidad de representante legal de T.G. Logística S.A., contra la Superintendencia Delegada de Tránsito y Transporte Terrestre, a la que fue vinculado el Superintendente de Transporte y del Grupo de Investigaciones y Control de la Delegada de Tránsito y Transporte Terrestre.
A N T E C E D E N T E S

1. Los hechos confusamente relatados por el promotor de la acción, admiten el siguiente resumen: 

1.1 Mediante Resolución 39972 del 7 de septiembre de 2018 la Superintendencia Delegada de Tránsito y Transporte Terrestre abrió investigación administrativa contra T.G. Logística S.A. y le concedió el término de quince días hábiles para que presentara descargos y solicitara o aportara las pruebas que pretendiera hacer valer.

1.2 Dentro de ese lapso, que vencía el 2 de octubre de 2018, se formularon los respectivos descargos divididos en dos etapas y remitidos por medios distintos “pero equivalentes para los efectos consecuentes”, así: a) mediante correo electrónico remitido a la dirección ventanillaunicaradicacion@supertransporte.gov.co al cual se adjuntó “debidamente scaneado (sic) el recurso en su texto integral” y b) por intermedio de correo certificado en el que se envió el texto original de los descargos y sus anexos. La entidad accionada admite la veracidad de ese hecho, tal como consta en la Resolución 5173 del 29 de julio de 2019. No obstante, señala que esos documentos se recibieron el 4 de octubre de 2018, por fuera del término, razón por la cual no son tenidos en cuenta.
1.3 A lo anterior se procedió en desconocimiento del artículo 25 del Decreto 2150 de 1995, modificado por el 10 de la Ley 992 de 2005, porque luego de presentados los descargos la demandada profirió la Resolución 870 del 22 de marzo de 2019, por medio del cual se establece el término para alegar de conclusión, en la que, entre otras cosas, resuelve sobre las pruebas que se tendrían en cuenta para resolver, sin incluir las que se solicitaron en los descargos. 
1.4 Debido a esa situación, el 5 de abril siguiente, elevó solicitud a efecto de que se revocara esa decisión, con sustento en que: a) la contestación a los cargos fue realizada en dos actos simultáneos el 2 de octubre de 2018; es decir, dentro del término otorgado para ese efecto; b) si rechazó aquellas pruebas por extemporáneas, “a cuales (sic) pruebas le realizo (sic) el análisis para determinar si estas cumplen con los requisitos legales, esto es, con los requisitos de conducencia, pertinencia, utilidad y legalidad?”. Existe entonces incongruencia, pues en la respuesta emitida a ese derecho de petición se dijo que se tendrían en cuenta las pruebas, las cuales correspondes a las que se anexaron al escrito de descargos, empero en la Resolución 5173 del 29 de julio de 2019 se dice todo lo contrario; c) en aquella Resolución 870 nada se expresó respecto del rechazo de plano de las pruebas allegadas; tampoco si en su contra procedía algún recurso y d) no se tuvo en cuenta lo regulado en el Decreto 2150 de 1995, modificado por la Ley 992 de 2005, sobre la recepción y envío de documentos, como quiera que esas normas le prohíben a la administración rechazar o inadmitir solicitudes remitidas por correo dentro del territorio nacional y respecto a que si bien las peticiones o informes de los ciudadanos se entenderán presentadas el día de la incorporación al correo, para efectos del cómputo de términos de respuesta, se tomará como referencia la fecha en que efectivamente arribó el documento a la entidad y no aquel.         

1.5 En respuesta a esa petición, emitida mediante auto 870 del 22 de marzo de este año, la demandada informó que las pruebas presentadas sí se tendrían en cuenta al momento de decidir de fondo la cuestión. No obstante, a ello no se procedió en la Resolución No. 5173 del 29 de julio de 2019, con desconocimiento, además, de lo reglamentado por aquellas normas.
1.6 Los descargos tienen igual condición que los informes, empero, según la interpretación de la demandada, esos documentos tienen diferente significado.  
2. Considera lesionado el derecho debido proceso y para su protección, solicita se ordene: a) a la entidad demandada “decrete mediante Resolución todo lo actuado y desde la emisión del auto No. 870… inclusive del auto por y mediante el cual dispuso tener, practicar y negar las pruebas que al plenario fueron de recibo por esa entidad el día 4 del mes de octubre de 2018” y b) se amparen las garantías fundamentales que no se hubieren invocado, de encontrarse acreditada su lesión por el juez de tutela.
A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1. Por auto del pasado 16 de agosto se admitió la acción y se ordenó vincular al Superintendente de Transporte y del Grupo de Investigaciones y Control de la Delegada de Tránsito y Transporte Terrestre. 

2. La Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la Superintendencia de Puertos y Transporte, por intermedio de apoderado, argumentó: a) el amparo es improcedente al incumplir el requisito de la subsidiariedad, toda vez que la parte actora cuenta con otros mecanismos para ejercer su derecho de defensa y contradicción, concretamente tiene a disposición los recursos ordinarios frente al fallo proferido mediante Resolución No. 5173 del 29 de julio de 2019, a lo cual efectivamente procedió mediante escrito en el que expuso los elementos fácticos y jurídicos que planteó también en esta acción constitucional. A la fecha ese medio de impugnación se encuentra en trámite ante esa entidad, razón por la cual no se puede pretender subrogar ese procedimiento, establecido en la Ley 1437 de 2011, a través de esta tutela, máxime que en este caso no existe prueba siquiera sumaria de la configuración de un perjuicio irremediable y b) el proceso administrativo se surtió de acuerdo con el principio de legalidad y con respeto al debido proceso, como quiera que se corrió traslado para la presentación del escrito de descargos y este fue radicado en término, pero sin adjuntar anexos, los cuales fueron recibidos luego de vencido ese lapso, por ello este último documento fue declarado extemporáneo, ya que de acuerdo con el artículo 10 de la Ley 963 de 2005, la remisión debe ser realizada por correo certificado, calidad de la que carece la empresa de mensajería Servientrega, utilizada por la actora para ese efecto. De otro lado, en auto No. 870 del 22 de marzo de 2019 se corrió traslado para alegar y en esa oportunidad la sociedad demandante podía exponer las inconformidades frente a las decisiones adoptadas, mas a ello no procedió.  
3. Mediante sentencia del 30 de agosto último el funcionario de primera sede declaró improcedente el amparo invocado.
Para decidir así estimó, luego de citar jurisprudencia de la Corte Constitucional que consideró aplicable al caso, que si la sociedad accionante encuentra la lesión de sus derechos en el auto de trámite proferido por la Superintendencia el 22 de marzo de 2019, se infiere que la tutela se dirige contra “una decisión preparatoria después de proferido el acto que culmina la actuación administrativa. Esto porque en palabras de la C.C. su finalidad es evitar que culmine el procedimiento en contravención del derecho al debido proceso, de modo que culminado el mismo, el amparo deviene improcedente”.  
4. Inconforme con el fallo, el representante legal de la accionante lo impugnó. Adujo que el juzgado de primera instancia no tuvo en cuenta la respuesta que brindó la demandada al derecho de petición, en el que se le solicitó revocar el auto por medio de la cual resolvió inadmitir las pruebas aportadas con el escrito de descargos, pues allí se dijo que las mencionadas pruebas se valorarían al momento de decidir y por tanto esa sociedad no formuló acción de tutela antes de que se profiriera la citada resolución de fondo. Sin embargo, en el fallo del proceso sancionatorio, la entidad accionada reiteró la posición de no tomar como referencia aquellas pruebas. 
Solicita se revoque el fallo recurrido.

C O N S I D E R A C I O N E S 
1. La acción de tutela permite a toda persona reclamar ante los jueces, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección de sus derechos fundamentales cuando quiera que resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o aun de los particulares, en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991. 

2. Corresponde a esta Sala determinar si procede la acción de tutela contra la decisión de la entidad accionada por medio de la cual declaró extemporánea la solicitud probatoria formulada por la sociedad demandante. De serlo, se establecerá si con esa determinación se lesionó el debido proceso administrativo de que es titular la parte actora.
3. Es sabido que una de las características de la tutela es la de constituir un instrumento jurídico de naturaleza subsidiaria y residual, en virtud a que solo se abre paso cuando el afectado carece de otros mecanismos judiciales, o cuando aun existiendo, la tutela es usada para evitar un perjuicio irremediable.

Sobre el alcance del principio de subsidiariedad aplicado como requisito de procedencia de la acción de amparo, en casos en los que se debata la legalidad de actos administrativos, la Corte Constitucional ha señalado
: 

“12. El principio de subsidiariedad de la acción de tutela se encuentra consagrado en el inciso 3º del artículo 86 de la Constitución. De igual manera el artículo 6º del Decreto 2591 de 1991 establece que la solicitud de amparo será improcedente “Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.”

…

Bajo ese entendido, la jurisprudencia constitucional ha establecido, por regla general, la improcedencia de la tutela para controvertir actos administrativos
 en atención a: i) los mecanismos judiciales ordinarios para controvertir las actuaciones de la administración establecidos en el ordenamiento jurídico; ii) la presunción de legalidad que las reviste; y, iii) la posibilidad de que, a través de las medidas cautelares, se adopten remedios idóneos y eficaces de protección de los derechos en ejercicio de los mecanismos ordinarios…”
De lo anterior se deduce que para la procedencia del amparo el interesado debe haber agotado los trámites que le otorga la ley para obtener la protección de sus derechos; de obviarse ese presupuesto, el ciudadano ejercería el amparo constitucional como un medio de defensa principal, cuando, se reitera, es de carácter subsidiario.

4. Las pruebas allegadas al expediente, que obran en el cuaderno No. 1, acreditan los siguientes hechos:

4.1 Mediante Resolución 39972 del 7 de septiembre de 2018, la Superintendente Delegada de Tránsito y Transporte Terrestre ordenó la apertura de investigación administrativa frente a la sociedad T.G. Logística S.A., a la que dispuso correr traslado por el término de quince días hábiles para que respondiera a los cargos formulados y solicitara o aportara las pruebas que pretendiera hacer valer
.

4.2 Esa sociedad presentó dos escritos de descargos, el primero remitido el 2 de octubre de 2018 por correo electrónico
 y el segundo  recibo en la entidad el 4 del mismo mes
.

4.3 Por auto No. 870 del 22 de marzo de este año, el Superintendente Delegado de Tránsito y Transporte Terrestre resolvió: a) rechazar por extemporáneo el escrito y los anexos allegados el 4 de octubre anterior; b) incorporar y dar el valor probatorio a los descargos presentados el 2 del citado mes y c) correr traslado para alegar de conclusión
.
4.4 En memorial del 5 de abril pasado, el representante legal de T.G. Logística S.A. solicitó se concediera recurso de reposición y en subsidio de apelación frente a ese auto. Argumentó: a) la contestación a los cargos fue realizada el 2 de octubre de 2018 en dos actos simultáneos, en el primero se anunció que por correo físico se haría el envío de 107 folios anexos, que corresponde a las pruebas. Este último fue recibido en la entidad el 4 de octubre de 2018; b) “en concreto rechaza las pruebas aportadas, nos preguntamos si rechazó aquellas pruebas por extemporáneas, a cuales (sic) pruebas le realizo (sic) el análisis para determinar si estas cumplen con los requisitos legales, esto es, con los requisitos de conducencia, pertinencia, utilidad y legalidad?”; c) resulta incongruente que se diga que las pruebas que aportó no reúnen los requisitos exigidos en la Ley 1437 de 2011 pero se tenga como tal el escrito de descargos, cuando este carece de la connotación de prueba; d) en la decisión adoptada se omitió señalar si las pruebas allegadas se rechazaban de plano, ni se expresó si en su contra procedía algún recurso y e) no se tuvo en cuenta lo regulado en el Decreto 2150 de 1995, modificado por la Ley 992 de 2005, sobre la recepción y envío de documentos, como quiera que esas normas le prohíben a la administración rechazar o inadmitir solicitudes remitidas por correo dentro del territorio nacional y respecto a que si bien las peticiones o informes de los ciudadanos se entenderán presentadas el día de la incorporación al correo, para efectos del cómputo de términos de respuesta, se tomará como referencia la fecha en que efectivamente arribó el documento a la entidad y no aquel
.         

4.5 Mediante oficio del 3 de mayo siguiente el citado Superintendente informó que en este caso de los dos escritos de descargos presentados, solo se puede tener en cuenta el que se recibió de  manera oportuna por correo electrónico, ya que el otro, que contiene los anexos de las pruebas, fue allegado luego del vencimiento del término de traslado. De otro lado, como aquel auto es de trámite en su contra no procede recurso, de acuerdo con el artículo 75 del CPACA, tal como se expresó allí mismo
. 
4.6 Por Resolución No. 5173 del 29 de julio de 2019, ese mismo funcionario resolvió declarar responsable a la sociedad demandada de incurrir en la conducta establecida en el inciso tercero del artículo 35, el literal c) y el parágrafo del literal a) del artículo 46 de la Ley 336 de 1996. En consecuencia le impuso sanción pecuniaria. Además la exoneró de los demás cargos imputados
.
4.7 Contra esa decisión el promotor del amparo, oportunamente, formuló recurso de reposición y en subsidio apelación. Para fundamentarlo, además de otros argumentos, procedió a transcribir el contenido de la petición del 5 de abril último, por medio de la cual interpuso recursos contra el auto que declaró extemporáneo el escrito de descargos en el que anexó las pruebas que solicitó, para luego de ello señalar que esa decisión desconoce sus derechos al debido proceso y a la defensa, vulneración que se mantuvo en el acto administrativo que decidió no revocarla
.  

5. Surge de las anteriores pruebas que, en este caso concreto no se satisfacen todos los presupuestos de procedencia de la acción de tutela.

En efecto, para la fecha, tal como lo informó la entidad demandada, el trámite administrativo se encuentra pendiente de desatar los medios de impugnación que formuló la sociedad accionante contra la decisión mediante la cual se resolvió el proceso administrativo iniciado en su contra, y en los cuales, según resultó acreditado, su representante legal alegó similares argumentos a los planteados en la demanda constitucional, referidos a la lesión de sus derechos por la falta de decreto de las pruebas que solicitó en el escrito de descargos. Por tanto, el amparo constitucional solicitado es prematuro, ya que se acudió a este medio excepcional de protección, en forma simultánea con el mecanismo ordinario, que aún no se decide.
Se reitera que como vía de protección de los derechos constitucionales fundamentales, la acción de amparo solo procede, cuando de resultar vulnerados o amenazados, los medios previstos en el ordenamiento legal son ineficaces para garantizarlos. En consecuencia, no puede ser empleada de manera paralela con los medios ordinarios previstos en la ley para la defensa de los derechos. 

6. Se confirmará entonces la sentencia que se revisa, que también declaró improcedente el amparo, pero por las razones aquí señaladas.
Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E :
PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, el 30 de agosto último, dentro  de la acción de tutela promovida por el señor Germán Darío Gómez Vásquez, en su calidad de representante legal de T.G. Logística S.A., contra la Superintendencia Delegada de Tránsito y Transporte Terrestre, a la que fue vinculado el Superintendente de Transporte y del Grupo de Investigaciones y Control de la Delegada de Tránsito y Transporte Terrestre.
SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
TERCERO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
Notifíquese y cúmplase,
Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA




(Con aclaración de voto)




EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Sentencia T-146 de 2019, M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado


� Sentencia SU-041 de 2018 M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado.


� Ver sentencias T-324 de 2015 M.P. Maria Victoria Calle Correa, sentencia T-972 de 2014 M.P. Jorge Iván Palacio Palacio, sentencia T-060 de 2013 M.P. Mauricio González Cuervo.


� Folios 172 a 179 


� Folios 187 a 192
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� Folios 232 a 245


� Folios 252 a 257
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